Carátula 


COMISIÓN ESPECIAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y CONVIVENCIA 


(Sesión celebrada el día 23 de abril de 2019). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:04). 


—Damos la bienvenida al Ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, al director interino de la 
Policía Nacional, comisario general retirado doctor Hugo De León, al director de Convivencia y 
Seguridad Ciudadana, sociólogo Gustavo Leal y al director de Unicom, señor Fernando Gil. 


Como se le habrá informado al señor ministro, en la última reunión de esta comisión el 
senador García solicitó la convocatoria de la Cartera a efectos de recibir el informe relacionado con los 
homicidios. Por otro lado, el senador Garín propuso aprovechar esta oportunidad o, en caso de que no 
diera el tiempo, en una reunión posterior, para recibir al sociólogo Leal en el entendido de que el año 
pasado presentó una propuesta de cómo iba a trabajar el tema de seguridad y convivencia. Nos 
pareció oportuno tener el informe ya que en estos últimos meses hubo diferentes operativos y así 
podríamos tener los resultados de primera mano para ver cómo se relaciona con el informe primario. 


Estos fueron los motivos de la convocatoria. 


SEÑOR GARCÍA.- Agradecemos la presencia del ministro Bonomi, del director de Convivencia y 
Seguridad Ciudadana del Ministerio del Interior, sociólogo Gustavo Leal, del director interino de la 
Policía Nacional, comisario general doctor Hugo De León y del señor Gil, director de Unicom. 


Como bien decía la presidenta, en el momento que hicimos la solicitud de esta convocatoria, 
nos constaba que el Ministerio del Interior tenía en su poder las cifras del Observatorio de Criminalidad 
y Violencia al cierre del año 2018 pero no las estaba divulgando. Por lo tanto, la convocatoria iba a 
motivar que se dieran a conocimiento público estas cifras sobre las que teníamos la convicción de que 
iban a ser muy impactantes y dolorosas para el Uruguay. Pocos días después de la solicitud de la 
convocatoria, se anunció la publicación de las cifras. La realidad es que son enormemente peores de lo 
que nosotros imaginamos. 


Como decía, el cierre del año 2018 confirmó una realidad trágica en Uruguay. Se trata de una 
gestión política en el Ministerio del Interior que tuvo las dos cosas que quizás cualquier gobierno 
desearía tener: los recursos que solicita y las mayorías políticas necesarias para respaldar la gestión 
en el Parlamento. Me refiero en este último caso a las mayorías automáticas que tuvo el Frente Amplio 
para la gestión en materia de seguridad y el ministro Bonomi en particular. 


Las cifras son impactantes. Para refrescar en algo lo que estoy diciendo subrayo lo siguiente. 
Cuando asumió el Frente Amplio en 2005, según las últimas cifras recogidas en 2004, en Uruguay se 
habían producido 98.409 hurtos, 7000 rapiñas y 200 homicidios. En este último caso, se trata de los 
delitos más violentos, más duros, donde la violencia es más extrema. En el año 2018, al cierre del año 
pasado, hubo 145.000 hurtos, 29.904 rapiñas y 414 homicidios. 


Quiere decir que de los 98.409 hurtos registrados en el año 2004, pasamos a los 145.161 de 
2018; las 7000 rapiñas se cuadruplicaron ascendiendo a 29.904, y la cifra exacta de 200 homicidios — 
de ese año- se duplicó y llegó a 414 en el año 2018. Mientras la tasa de homicidios en el año 2012 era 
de 6,9 cada cien mil habitantes, ahora es de 11,8 en cifras nacionales. 


En cuanto a los delitos, durante los 14 años de gestión del Frente Amplio —de 2005 a 2018-—, 
la totalidad de hurtos fue de 1:523.398. Se llevaron adelante 230.245 rapiñas y hubo 3489 homicidios. 


Durante la gestión del ministro Bonomi, aquí presente —que contó con el respaldo de todo el 
partido de Gobierno—, en los nueve años que lleva de gestión, de 2010 a 2018, en números redondos 
hubo: 889.377 hurtos, 177.343 rapiñas y 2455 homicidios. Cuando asume el ministro Bonomi el registro 


era de 200 homicidios por año y cerramos con 414 durante su gestión. Las rapiñas estaban en el 
entorno de 11.000 y actualmente rondan las 29.900, casi 30.000. 


Quiero agregar algo que pongo en cifras. La gestión del ministro Bonomi contó con todos los 
recursos que entendió oportuno para los planes que se había fijado. En el año 2005 el presupuesto del 
Ministerio del Interior fue de USD 241:000.000 y en el año 2016 se cuadruplicó y alcanzó el monto de 
USD 882:000.000. 


Las cifras hablan por sí mismas. La gestión fue un rotundo fracaso. En el transcurso de estos 
años, el Ministerio del Interior llevó adelante diferentes medidas y en cada oportunidad anunció que 
iban a mejorar las cifras. Tengo aquí los recortes de prensa de la época. Con la georreferenciación, con 
el PADO y con los operativos de saturación siempre anunció que iban a bajar los homicidios. Incluso 
agregó algo que creo que fue sensato. En alguna de las entrevistas —que figura en estos recortes de 
prensa-— le preguntaron cómo se mide el éxito de una gestión y el ministro Bonomi dijo «por las cifras»; 
si bajan las cifras es exitosa la gestión y si no bajan, no es exitosa. Con ese mismo método de medida 
que mencionó el ministro Bonomi en la entrevista —que repito, tengo aquí—, podemos decir que su 
gestión es un enorme fracaso porque todas las cifras dicen que los delitos aumentaron en forma 
estrepitosa, aun cuando se llevaron adelante las políticas de georreferenciación, el PADO -que 
actualmente sigue— y los operativos de saturación. Es más, se había prometido la reducción del 30 % 
de las rapiñas, en un compromiso electoral —durante la campaña electoral pasada—, y obviamente fue 
una promesa electoral que estuvo bastante lejos de cumplirse porque no solo no bajaron sino que las 
rapiñas aumentaron en un 50 %, en términos promediales. 


A pesar de que sabemos que en Uruguay se está procesando en este momento una campaña 
electoral, que hay elecciones internas en poco más de dos meses y elecciones nacionales en seis o 
siete meses más, al Gobierno le quedan 11 meses de gestión, prácticamente un año, y el crimen y la 
violencia no se detienen en campañas electorales. 


No esperamos que nos prometan que van a reducirse, sino que se realicen acciones 
concretas, porque las promesas ya las tengo. Tampoco sirven las excusas, que en un momento fueron 
la oposición, nuevamente la oposición y la última que se utilizó fue el nuevo Código del Proceso 
Penal. 


Por lo tanto, nos interesa saber en este año que queda de gestión del Frente Amplio cómo se 
va a enfrentar esto con medidas concretas y qué caminos se van a recorrer que hasta el momento no 
se han recorrido. Incluso, hay alguno sobre el que luego charlaremos que no se ha tomado y quizás 
esté en la base de los problemas que estamos teniendo. Aparte de lo que dejo planteado, quisiera 
saber si hay alguna autocrítica por parte del Ministerio del Interior. Recién hablaba de las excusas, pero 
lo que estamos viviendo en Uruguay que es la ley de la selva, de la impunidad, es fruto del fracaso de 
una gestión. Creo que a esta altura del partido echarle las culpas a los demás no tiene sentido, aparte 
de que no es creíble. 


En concreto, nos gustaría saber si existe alguna autocrítica por parte del ministerio que vaya 
acompañada de recorrer caminos que todavía no se han recorrido. A modo de introducción es lo que 
quería señalar, aunque más adelante haremos algunas preguntas. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Hemos venido varias veces, por lo tanto, la evolución de los delitos del 85 en adelante no la 
vamos a comentar porque ya lo hicimos. Es obvio que ningún gobierno logró bajar las cifras, lo que 
quiere decir que siempre el gobierno de turno tuvo cifras mayores que el anterior. De todos modos, eso 
ya lo dijimos y lo informamos dando cifras y mostrando estadísticas. 


Por lo que decía la convocatoria, el motivo de nuestra comparecencia tenía que ver con las 
cifras de 2018 que, como dijo el señor senador, fueron presentadas poco después de la resolución de 
este llamado a comisión. Es cierto que un tiempo antes ya teníamos las cifras y podemos decir que 
veíamos dos cosas: nos llamaba la atención el importante aumento y que había algunos problemas 
para establecer correctamente las cifras de los homicidios. A diferencia de lo que pasa en otros países 
cuando alguien es víctima de un tiroteo y muere es homicidio, pero si va a una clínica o a un hospital y 
muere allí es muerte hospitalaria. Cuando sucede esto, nosotros corregimos los números incluso en los 
meses posteriores a que sucedió el tiroteo. Por ejemplo, varios heridos en 2018 murieron en 2019 y 
nosotros corregimos esas cifras incrementando los homicidios. 


A fin de año estuve en un programa radial en el que me mencionaron unas cifras de 
estadísticas privadas que estaban equivocadas, porque hablaban de unos trecientos ochenta casos, 
después eran cerca de cuatrocientos y posteriormente esa cifra creció más. Entonces nos valimos de 
esos dos elementos: de corregir la cifra de homicidios y, por otra parte, ver si tenemos ajustados los 
números; todo esto nos demoró. Cuando hicimos las correcciones también nos sorprendimos, porque 
como resultado de los agregados teníamos más casos de los que habíamos establecido. Incluso, dos 
días antes de presentar las cifras tuvimos tres casos más, lo que generó una contradicción entre los 
números de la Policía y los del Observatorio. Finalmente hicimos las correcciones tomando en cuenta 
la información que nos brindaba el Observatorio, que eran más que las que proporcionaba la Policía. 
Esta fue la razón de la demora. 


Las cifras ya son conocidas y no las voy a repetir, porque el señor senador recién las 
mencionaba. Sí voy a tratar de explicar por qué a nuestro juicio no se cumplió con las previsiones. 
Fundamentalmente esto pasó —aunque se diga que esto es reiterativo, para nosotros influyó 
muchísimo-—por el nuevo Código del Proceso Penal. Nosotros hemos demostrado a través de gráficas — 
las tenemos en nuestro poder— cómo venían las rapiñas en los años 2016 y 2017, que habían tenido 
una baja del 13,5 % pero que a partir del 1.9 de noviembre se produce una suba de prácticamente siete 
puntos o siete puntos y medio. En los primeros meses de 2018 las rapiñas aumentan mucho más, igual 
que los homicidios, que en los primeros cuatro o cinco meses del año registraron una suba muy 
importante. 


Nosotros planteamos todo esto y propusimos modificaciones —creo que en este mismo 
ámbito— que fueron tomadas en cuenta y acordadas. Y a partir de mayo la curva de homicidios cae 
completamente, al punto tal de que baja en los primeros meses y después vuelve a subir por debajo 
del aumento que se había producido; pero el desequilibrio ya estaba dado. Exactamente lo mismo pasó 
con las rapiñas: crecieron en noviembre y diciembre de 2017 y en los primeros meses de 2018 
volvieron a subir. La curva recién empieza a cambiar —no a la baja sino que enlentece su crecimiento— 
a partir de la aprobación de las modificaciones del nuevo Código del Proceso Penal. Este dato para 
nosotros es evidente. A este respecto, hay un estudio de la University College of London, que nos 
asesora desde hace muchos años. Nosotros pensamos -y lo dijimos en alguna presentación— que el 
aumento se había dado, fundamentalmente, por dos razones. Una era el uso de las tablets. Hay que 
tener en cuenta que 800 tablets en la calle corregían la falta de denuncias pues la gente denunciaba 
todo. Si a la persona le habían robado poca cosa no iba a la comisaría a hacer la denuncia; pero si le 
robaban cosas importantes sí. Eso llevó a que aumentara muchísimo el número de denuncias en 
tablets y que bajaran las denuncias de rapiñas en comisaría. Esa era para nosotros una razón. Y la otra 
es la modificación del Código del Proceso Penal. Cuando se hizo un importante estudio que llevó 
meses, este indicó que las tablets no son la causa, sino que estas explican entre un 10 % y un 14 % 
del crecimiento de las denuncias; no entre un 10 % y un 14 % de aumento en las rapiñas, sino entre un 
10 % y un 14 % del crecimiento de las denuncias. El 86 % o 90 % restante se explica por el Código del 
Proceso Penal. Esto lo hemos planteado, lo hemos mostrado en gráficas. Lo ha hecho el presidente y 
el comisario general, Mario Layera, en la conferencia de prensa en la que presentamos los números. 
Incluso ahí no solo se manejó cuál hubiera sido la tendencia si no hubiera interferido la aplicación del 
Código del Proceso Penal, sino que mostró cuál fue la realidad, y se trata de un crecimiento enorme. 
¿Por qué? Porque —incluso he oído declaraciones— los códigos del proceso penal no tienen por qué 
achicar la cantidad de delitos. El problema es que cuando se habla de política criminal hay una 
discusión que siempre se da: qué es lo que se necesita para bajar los delitos. Hay una posición que 
plantea el aumento de las penas, porque cuando haya más gente o más tiempo en la cárcel van a bajar 
los delitos. Pero hay otra posición que indica que se necesitan políticas sociales que bajen las causas 
que provocan los delitos. Yo lo he dicho desde antes de asumir, en el 2010, que no es ni una cosa ni la 
otra, sino que son las dos. Pero no me refiero al aumento de las penas sino a las políticas de 
policiamiento y a que estén presos los que tienen que estar presos, y en libertad los que tienen que 
estar libres. Pero el código del proceso nos llevó a disminuir alrededor de 1600 personas privadas de 
libertad en poquitos meses. No disminuyeron las personas privadas de libertad porque salieron los que 
tenían que salir, sino porque no entraron a la cárcel los que tenían que entrar. Entonces, los que 
estaban delinquiendo siguieron delinquiendo durante un tiempo importante y produjo lo que produjo: el 
aumento de los delitos. Se podrá decir que no, se podrá decir otra cosa. No sé si se puede decir sin 
contradecirse, sin dejar de pensar que hay que endurecer las penas —yo no pienso eso, sino que creo 
que hay algunas que hay que mejorarlas, mientras que otras no, pues están bien como están—, pero 
los que van a la cárcel ni siquiera tienen el tiempo suficiente de rehabilitación porque hoy estamos 
recuperando la cantidad de personas privadas de libertad. Ya no hay 1600 personas menos, sino 1200 
menos o 1300 menos. Lo que ocurre es que si esas personas tienen un tiempo de estadía promedio, 
privados de libertad, de seis meses, no hay tiempo ni para la rehabilitación. Se hizo una cárcel como la 
de Punta de Rieles pensada para la rehabilitación mediante el trabajo y el estudio, pero quien va para 
ahí es por delitos graves y va por seis meses. Entonces, no hay lugar a la rehabilitación. Y eso ha 
venido pasando con fuerza desde noviembre del 2017. Es cierto que en los meses de abril, mayo y 


junio se corrigió parte de esto con algunas modificaciones al nuevo Código del Proceso Penal; se 
mejoró, pero no se solucionó. Por lo tanto, entiendo que se deberá seguir haciendo modificaciones. 


Por otro lado, quisiera saber —en realidad, tengo claro por dónde va el camino— qué hubiera 
pasado en este país si no se hubiera utilizado la georreferenciación de los patrulleros y de los policías, 
si no se hubiera implementado con tanta fuerza la videovigilancia, si no se hubiera empezado con el 
PADO y con las correcciones que se le fueron haciendo cada seis meses o un año. 


En el día de hoy, el mayor reclamo que hace la gente es la cámara de videovigilancia y el 
Programa de Alta Dedicación Operativa. Entonces, me pregunto por qué lo reclaman si está tan mal. 
Creo que lo reclaman porque ha sido un acierto enorme de la Administración. Por esa razón en tantos 
países nos solicitan que vayamos a explicar ese programa. Esto es lo que significa como forma de 
patrullaje. 


Dicen que aumentan las rapiñas. Presentamos un estudio —que no tienen en cuenta— sobre 
la relación entre la cantidad de dinero robado y la cantidad de robos, con el fin de ver si aumenta. Hoy 
el 50 % o más de las rapiñas a transeúntes —que representa más del 50 % de las rapiñas— se realizan 
para el robo de celulares. Estas son consideradas como rapiñas y no como un gran robo. Entonces, 
aumenta el número de robos de poca cantidad de dinero porque cada vez más se les dificulta robar 
mucho dinero. Esto se repite y se repite, tanto en la rapiña como en el hurto. 


En lo que tiene que ver con las rapiñas, en 2016 el robo de objetos —sin dinero— era del 39 
%, y en 2017 aumentó al 58 %. 


En 2016 el porcentaje de robos entre mil y dos mil pesos fue el 33 % y en 2017 el 22 %. En 
2016 el robo entre dos mil pesos y diez mil fue el 20 % y en 2017 el 14 %. En 2016 el robo de más de 
diez mil pesos fue el 8 % y en 2017 fue el 5 %. Esto quiere decir que hubo un aumento muy grande de 
robos de menor cantidad de dinero y de robos de objetos, porque quien roba para poder aumentar el 
consumo —no para vivir— debe duplicar o triplicar la cantidad de robos. Al dispersarse en el territorio se 
dificulta el control. Como ya hemos dicho —no se cree, pero no tengo más remedio que decirlo porque 
es así-, el crecimiento en homicidios tiene relación con el conflicto criminal, que se ubica por encima 
del 60 %. Sé que van a decir que esa es la cifra policial, la del observatorio es menor. Es cierto. Pero, 
¿por qué? Porque el observatorio ficha inmediatamente el hecho con los datos de la denuncia en el 
Sistema de Gestión de Seguridad Pública, mientras la Policía recoge más elementos a medida en que 
avanza la investigación. Entonces, el 60 % o el 62 %, que son los datos que maneja la Policía, es el 
porcentaje en el que se basa la fiscalía para hacer la acusación. Lo otro es la primera impresión, la que 
surge en el mismo momento en que se hace la denuncia. Por eso, obviamente le damos mucha más 
importancia a la investigación policial que a los datos de la primera impresión. De todos modos, estos 
últimos rondan el 50 %, porcentaje que era mucho más bajo en otro momento. En la actualidad, según 
las cifras de la Policía, que es la que maneja la fiscalía, el porcentaje ronda el 60 %. 


En cuanto al homicidio por rapiña podemos decir que está en el momento más bajo: en el 11 
%. Se puede cuestionar de qué estamos hablando, es decir, ¿el 11 % con relación a qué otra cifra? 
Eso es correcto porque, de pronto, el 11 % de una cifra es mayor que el 20 % de una cifra baja. Pues 
bien, el porcentaje más alto que ha habido de homicidios por robo se dio en 2013 y fue el 22 %. Pero 
los homicidios fueron 59 y el 11 % son 46. Después, en 2015, sucede lo mismo; el porcentaje fue 
menor que el de 2013 pero bastante mayor que el actual. Al mismo tiempo, el porcentaje de 2011 fue 
superior en una cantidad de dos homicidios con respecto a 2017. 


En definitiva, la cifra de homicidios por rapiña en general ha bajado y sí ha aumentado — 
aunque no lo quieren reconocer— sustancialmente el homicidio en conflictos entre delincuentes. 
También ha aumentado la violencia familiar a 14; altercados espontáneos y problemas de convivencia 
a 11; mientras que, sin determinar, 3. 


En síntesis, el 60 % de homicidios por conflicto criminal es la cifra que ha crecido; es la cifra 
que está creciendo en toda la región que, por cierto, arroja número serios. Quienes no consideran 
homicidios las muertes que se producen en un sanatorio o en una clínica, para nosotros no reflejan 
datos serios. Cuando hay distintos tipos de policía en un país y solamente se toman en cuenta los 
datos de uno de ellos y no se conectan los homicidios, tampoco es serio. Esos países tienen un 
enorme problema, que es el mismo que tenemos nosotros: el conflicto criminal y las muertes 
producidas por este. 


Por tanto, esto es lo que explica el enorme crecimiento que ha habido. Dicho de otro modo, 
para nosotros no hay otra. Se nos dice que no podemos investigar. Pues sí se ha investigado y se ha 
llegado a la aclaración de homicidios por conflicto criminal en un porcentaje que no es el más alto, pero 
igualmente está cerca del 45 %. 


Por cierto, el total de aclaraciones evoluciona, porque cuando presentamos los números se 
habrá observado que siempre aparece un porcentaje más bajo, a veces, por debajo del 50 %. Hoy por 
hoy ya superamos las cifras que dimos hace 25 días, porque se sigue investigando. Y se demora más 
en los homicidios más difíciles de investigar, pero con el tiempo se logra. En este momento, el 
porcentaje de «aclaración judicial» está en el entorno del 51,5 %. Los homicidios aclarados por la 
Policía —que si bien no lo sumamos lo tenemos en cuenta, ya que para nosotros está aclarado, pero 
todavía no se detuvo al homicida o el juzgado no lo procesó— son el 3%, en el resto «se trabaja», y va 
a aumentar la cifra del aclarado judicial. Para nosotros estas son las cuestiones más importantes de 
los homicidios. 


El señor senador decía que en el primer Gobierno del Frente Amplio —en 2009— se 
registraron 200 homicidios cuando, en realidad, fueron 226. En 2010, la cifra desciende a 205 o 206 
homicidios, y en 2011 baja a 199. Después, cuando el conflicto criminal empieza a expresarse de otra 
manera, la cifra vuelve a subir; pero esa no fue la cifra más alta, ya que en 1993 y 1994 se registraron 
entre 243 y 244 homicidios. 


SEÑOR BORDABERRY.- Fue entre los años 1997 y 1998. 
SEÑOR MINISTRO.- Señor senador: entre 1993 y 1994, también. 


En las rapiñas ha habido un continuo ascenso; en cambio, los homicidios han sufrido bajas y 
subas. No es cierto que la cifra más alta se haya registrado en el primer Gobierno del Frente Amplio 
porque estaba más baja y volvió a subir. 


Si alguien quiere corregir algo tiene que saber por qué pasa, si no, no podrá resolverlo, y a 
veces tiene que anticiparse, y nosotros nos anticipamos pero no lo pudimos frenar. 


Todo el año 2011 dijimos que habían aumentado de manera desmesurada los tiros debajo de 
la cintura, que fue lo que en ese momento llamamos ajuste de cuentas, porque era la manera de 
cobrar algo que con abogados no iban a lograr. Los delincuentes se arreglaban así: a los tiros debajo 
de la cintura. Y nos preguntábamos qué iba a pasar cuando apuntaran hacia arriba. Y, bueno, esa 
modalidad que empezó en 2012 sigue en aumento. Nosotros medimos los homicidios y a veces es 
una cuestión de dos centímetros. En este momento la cantidad de heridos por conflicto criminal es muy 
alta. 


Cuando uno evalúa la propia gestión tiene que ver si lo que pensaba cambiar como 
consecuencia de la interacción de la Policía y de otros ministerios encargados de políticas sociales se 
desarrolla en el mismo ambiente o si hubo modificaciones. Si el ambiente no tuvo modificaciones 
porque lo que pasaba sigue pasando igual, entonces, se puede lograr un descenso. El problema es 
cuando no sigue pasando igual, cuando el conflicto criminal crece y se transforma en una especie de 
subcultura, como ya lo hemos dicho esto, porque no es nada nuevo. Como a veces ocurre, se piensa 
que si van a la cárcel por cuatro años se arreglan, pero no es así, porque para ellos es una cucarda en 
lugar de un castigo y aumenta su prestigio en el ambiente donde se mueven, lo cual sirve para que se 
siga retroalimentando el conflicto criminal. Con eso no hay descenso por más que uno haya hecho una 
cantidad de cosas. Reitero, no sé si se dijo en forma irónica, puede ser “tampoco me importa mucho-—, 
pero la georreferenciación es un avance, el PADO es un avance, la videovigilancia es un avance. 
Luego del PADO común y corriente tuvimos el PADO 1.0, el PADO 2.0, el PADO 3.0 y ahora estamos 
en el PADO 4.0, ya que lo hemos ido modificando. Tiene sus efectos, son muy lentos y no se ven otras 
cosas, que es una interacción que se empezó en 2017 con fuerza, se trabajó todo 2018 con fuerza y 
ahora estamos trabajando con fuerza, pero necesita otra cosa, que es la posibilidad de pensar 
presupuestar la interacción y no que cada ministerio aporte su presupuesto. 


Se pregunta si hay alguna autocrítica, y yo voy a plantear dos. Una de ellas es no haber 
podido presupuestar lo que mencioné en conjunto. Se logró que cada ministerio utilizara parte de su 
presupuesto para la interacción, pero no alcanza. 


Y la otra es que el Código del Proceso Penal debería haber comenzado en febrero de 2021, 
como nos planteamos con las cárceles. Es decir que funcionara no solo con una ley aprobada, sino 
también con un presupuesto propio para el Código del Proceso Penal. Por tanto, si me piden una 
autocrítica, esa es la autocrítica. 


Todo esto lleva a qué nos planteamos cuando detectamos el problema, que no fue ahora, sino 
a mediados del año pasado. En ese momento nos planteamos algunas cosas para corregir dentro de 
los límites presupuestales del último año de Gobierno. Planteamos la modificación del sistema de 
ingreso a la Policía Nacional para alcanzar mayor celeridad en el ingreso de recursos humanos sin 
afectar la selección. Se necesitaba cubrir la mayor cantidad de vacantes que se generan anualmente 
para contar con el máximo de los recursos humanos para desplegamos en el territorio nacional. Eso se 
hizo en la rendición de cuentas y hoy a la Policía se entra mucho más rápidamente. Hace poco tiempo 
ingresaron juntos 459 policías, de los cuales 445 fueron a la Guardia Republicana, 11 para el Centro de 
Comando Unificado y 3 para la Escuela de Policía. 


Por otra parte, se planteó la modificación del Código General del Proceso para limitar la 
libertad de reincidentes y reiterantes en delitos violentos en forma preventiva. 


Asimismo, se planteó incrementar, mediante el ingreso de nuevos recursos humanos, la 
Dirección Nacional de la Guardia Republicana, para fortalecer su capacidad de despliegue nacional 
muy especializado con el fin de atender amplias zonas críticas del incremento de delitos violentos. 


Se planteó crear una estructura altamente especializada que coordine y supervise las áreas 
de investigación a nivel nacional, centralizando la información que se produce para fortalecer el trabajo 
de los oficiales del caso, que son los que trabajan cercanamente con la fiscalía. 


A su vez, se planteó estudiar y aumentar la movilidad del Programa PADO para adaptarlo a la 
dinámica de la conducta criminal que se observa. 


También se planteó continuar con las operaciones contra la conducta de intento de dominio 
territorial, que es el Operativo Mirador, que ya van 21 de ellos. 


Además, se planteó aumentar las operaciones de control de motos; aumentar los controles de 
vehículos en rutas departamentales y nacionales para prevenir y reprimir todos los delitos, así como 
aumentar la capacidad de apoyo aéreo en operaciones terrestres y de inteligencia contra grupos 
fuertemente armados, que tienen como objetivo el transporte de valores u otros depósitos en efectivo. 
Estas medidas van a reflejarse como tendencia en el próximo semestre. Aunque sus efectos empiecen 
a vislumbrarse, su confirmación se dará en el próximo semestre cuando se presenten los datos 
estadísticos. Nosotros hoy pensamos que ya hubo una baja muy importante de los homicidios, cercana 
al 30 %. Ha habido una baja no tan importante de los hurtos y no ha habido baja sino caída en la curva 
de crecimiento de las rapiñas. Ahí no hubo baja. Es decir, bajó la curva de crecimiento pero no bajaron 
con respecto al nivel anterior. Nosotros pensamos que se va a dar. En realidad ya está sucediendo, 
pero vamos a ver qué pasa cuando lleguemos a junio o a julio. Nosotros no tenemos una previsión tan 
fuerte de los delitos para fin de año. Debemos cerrar un año sin errores, pero quizá un mes después 
podamos dar los elementos o sepamos cómo han evolucionado los delitos durante estos años. 


Antes de terminar quiero decir que muchas veces, para medir lo que se hace en el país, 
comparamos lo que pasa en otro lado o los delitos que se están cometiendo. Hemos visto que muchos 
delitos llegaron desde afuera, desde otros países. Nosotros detenemos gente de otros países, pero 
vemos que los países vecinos tienen una alta tasa de secuestros y en Uruguay esa modalidad no ha 
podido entrar. En Argentina hay más de 156. En Chile son más de 260. En Brasil hay más de 1.000. 
Pero acá no han podido porque ha habido algún trabajo en ese sentido. 


SEÑOR GARCÍA.- En primer lugar, quiero aclarar que no hablo con ironía, digo lo que pienso. Esa no 
fue una ironía; fue la constatación de lo que el señor ministro ha dicho. Tengo todas las declaraciones 
que ha hecho a los diferentes medios —La República, El País, Portal 180, Búsqueda—, pero me voy a 
ahorrar leérselas. Tengo de varios medios, para el gusto de cada uno. Cada vez que el señor ministro 
anunció en esta sala y públicamente una nueva política, durante los ocho o nueve años que lleva de 
gestión, se adelantó a decir que iba a ser exitosa y que iba a suponer la reducción del delito. Esta no 
es una ironía, son declaraciones del señor ministro. Yo soy muy serio en esta sala, yo no ironizo. No 
hay otra posibilidad, pero ya que esta vez coincido con el señor ministro, voy a usar las mismas 
palabras que utilizó él en una entrevista cuando dijo que el éxito de una política se fija por las cifras, Si 


las cifras de violencia bajan la política es exitosa, de lo contrario, es un fracaso. Todas las políticas que 
mencionó el señor ministro no han tenido el resultado esperado, por lo tanto, fracasaron. Esto es 
objetivo. 


En segundo lugar, el Código del Proceso Penal tiene un año y cuatro meses. Está vigente desde el 
1.2 de noviembre de 2017, pero los datos que yo di son de los últimos catorce años. El señor ministro 
daba algunos datos erróneos sobre el crecimiento de las rapiñas y de los homicidios. Lo hizo al vuelo. 
Eso que dijo no está en la versión taquigráfica, pero quiero decir que dio datos equivocados. Yo tengo 
la planilla aquí. Pero seguramente fue porque los dijo al vuelo y no por otra razón. Querer adjudicarle 
la culpa de todos los males, por ejemplo, de los 3489 homicidios que ha habido desde 2005 a 2018 — 
durante catorce años-—, a los últimos 400, me parece una forma muy superficial de analizar las cosas. 
Hacer eso es querer encerrarse, seguir dando excusas. No son los periodistas esta vez, no es la 
oposición, es el Código del Proceso Penal que, advierto, fue el que pidió el gobierno. Quiero recordar 
que junto al señor senador Besozzi —que hoy está aquí— participé durante seis meses de las reuniones 
que se llevaron a cabo en la Torre Ejecutiva, y estas fueron convocadas por el señor Presidente de la 
República. Allí el Poder Ejecutivo fue quien pidió y exigió con insistencia que se abordara el tema del 
Código del Proceso Penal. Ese fue el primer proyecto de ley que llevó el Presidente de la República 
para ser aprobado; es más, en su momento le dije que nos parecía que esa no era una urgencia, a lo 
que respondió que para el gobierno la aprobación del Código del Proceso Penal era una urgencia. Me 
refiero a la puesta en vigencia y a las modificaciones que hubo que hacer a este código que, 
justamente, son las que ahora el propio gobierno critica. Quiere decir que ahora el gobierno quiere 
modificar aquello que ya modificó. Por lo tanto, son doblemente responsables. 


En consecuencia, es responsabilidad del gobierno haber exigido la puesta en vigencia de un 
código, y ahora el señor ministro dice no se debería haber hecho. Ahora me voy a sentar en el escalón 
que pone el señor senador Michelini, quien dice que se refiere a la puesta en vigencia, y eso es lo que 
acaba de decir el señor ministro que no se tendría que haber hecho. ¿Cómo se entiende esto? En la 
misma mesa hay quienes dicen que había que ponerlo en vigencia pero el señor ministro expresa que 
eso fue gran un error. Pónganse de acuerdo. 


Por otro lado, en mi primera intervención advertí que esperaba que no hubiera adelanto de 
cifras. En primer lugar, porque me parece que no es responsable, ya que el mismo ministro que 
adelanta las cifras tres meses antes de que cierre el ejercicio fue el que las postergó cuatro meses, 
luego de haber cerrado el ejercicio anterior. En consecuencia, parece que tiene una visión muy flexible 
porque retiene las cifras —-según él para chequearlas— durante cuatro meses, luego de haber cerrado el 
ejercicio y tres meses antes de que cierre el próximo adelanta los números que muestran un descenso. 
A esto hay que agregar que el señor ministro dijo en su intervención que en uno de los años —no 
recuerdo cuál— se produjo un descenso durante dos o tres meses, que después replicó. Por lo tanto, 
aun cuando faltan tres meses para el cierre del primer semestre, me parece más responsable adelantar 
las cifras correspondientes a ese período, sin tener en cuenta lo que dijo el propio ministro con 
respecto a lo que sucedió antes. Quien se quema con leche, cuando ve la vaca lo piensa dos veces. 


Me interesa plantear algunas preguntas. En el Senado de la República, en la Comisión de 
Constitución y Legislación hay un proyecto de ley que presentó el Partido Nacional —previamente el 
señor senador Bordaberry había presentado una iniciativa en el mismo sentido— relativo a la legítima 
defensa presunta policial. Este proyecto de ley fue presentado en 2015 por el señor senador Lacalle 
Pou contó con todas las firmas de los representantes del Partido Nacional. El señor senador Heber me 
dijo —lo consulté porque no integro esa Comisión— que puso este tema a consideración de la Comisión 
pero la bancada oficialista no quiso tratarlo. Incluso, el senador Heber propuso que se lo considerara y 
que si no se estaban de acuerdo lo votaran en contra, pero no que lo dejaran encajonado. Para 
nosotros este es un elemento fundamental en la acción policial, es un reclamo que hacemos desde la 
oposición y, al mismo tiempo, los propios sindicatos policiales han manifestado la necesidad de tener 
una ley de legítima defensa presunta o relativa del personal policial. Como todos saben, cuando un 
policía tiene que actuar en un operativo, en la noche, en una esquina, tiene que pensar varias veces 
antes de usar su arma de reglamento porque seguramente, si lo hace, al otro día tendrá que pasar el 
día en el juzgado. En consecuencia, creemos que llegó el momento que dentro del marco de la 
Constitución se modifique la legislación vigente y el amparo jurídico institucional al personal policial. 
Por eso, para nosotros este proyecto de ley es muy importante. Así lo planteamos en las reuniones en 
la Torre Ejecutiva en 2016 y volvemos a hacerlo ahora porque queremos conocer la opinión del señor 
ministro con respecto a esta iniciativa. Este es un aporte que hemos hecho desde la oposición, porque 
creemos puede mejorar la acción policial. 


Por otro lado, quisiera conocer la opinión del señor ministro con respecto al desarme civil 
como instrumento de lucha contra la inseguridad. Sabemos que dentro del oficialismo —lo hemos 


escuchado durante la campaña- hay quienes están proclamando el desarme civil. Independientemente 
de las opiniones que cada uno de nosotros pueda tener sobre estos temas, me interesa escuchar la 
opinión del ministro porque la propuesta surge del propio oficialismo y de parte de personas y 
candidatos muy destacados que lo integran. 


SEÑOR BORDABERRY.- En primer lugar, una vez más se maneja esta teoría de que la culpa es del 
nuevo Código del Proceso Penal. Quizás sería bueno precisar un poco en ese sentido porque culpar a 
todo el nuevo Código del Proceso Penal parece mucho; quizás haya algunos elementos —que nosotros 
votamos en contra— en ese Código del Proceso Penal que son los que provocan esta situación, como 
por ejemplo todo el tema de los acuerdos. También está esa otra ley, que propuso y aprobó el Frente 
Amplio, sobre libertad vigilada y libertad controlada, que nosotros también votamos totalmente en 
contra. Reitero: decir que todo el código está mal parece demasiado. 


Además, me parece que hay algo que rompe los ojos: se dice que el Código del Proceso 
Penal empezó a regir en noviembre y ese mismo mes aumentó el delito. Es como si los delincuentes 
fueran unos agentes muy atentos e inteligentes que se plantearan que, como empezó a regir el nuevo 
código, pueden delinquir más. Entonces, hay más delitos porque el nuevo código entró en vigencia el 
1.2 de noviembre, como si hubieran estado todos sentaditos a la espera de que comenzara a regir el 
nuevo código, el 1.” de noviembre, para dedicarse a delinquir más. Rompe los ojos que eso no es así. 


Hay un principio en derecho, Venire contra factum proprium non valet, que significa que uno 
no puede ir contra lo que uno hace y dice. Y sorprende un poco el cambio de posición del ministro y del 
ministerio sobre la adjudicación de las causas del aumento de la criminalidad en el Uruguay al Código 
del Proceso Penal. En la sesión del 18 de abril de 2018, aquí, en el Senado, el ministro dijo —y abro 
comillas—: «En cuanto al nuevo código, nosotros no dijimos: “es culpa del Código”; para nada. Hemos 
dicho que el código es bueno y que por suerte se aprobó». Eso es lo primero que dijo. Más adelante 
expresó: «Aquí hay un problema que no es del código, sino de su aplicación». Y luego señaló: «El 
pasaje de un sistema a otro se viene realizando con dificultades y eso es necesario corregirlo. Sin 
embargo, de ahí a decir que nosotros le echamos la culpa al nuevo código, hay un trecho enorme». 
Entonces, el ministro viene aquí, al Senado —y estoy leyendo la versión taquigráfica, que repasé antes 
de ingresar a comisión—, y dice todo esto, pero nos encontramos con que ahora el culpable es el 
código. ¿Qué llevó a que el ministro, entre su última comparecencia en el Senado y esta, haya 
cambiado tan drásticamente opinión? ¿Los 414 homicidios? ¿La falta de explicaciones y de 
resultados? Porque eso es lo que parece haber sucedido. 


Acá hay una clara incidencia —y esta sí es otra pregunta— de la forma en que el Ministerio del 
Interior llevaba los números, la información —el manejo que hacía de la información sobre el delito en el 
Uruguay el Ministerio del Interior—, porque lo que sí es muy bueno del nuevo Código del Proceso Penal 
es que hay otro agente que empieza a llevar el conteo de las incidencias delictivas. Entonces, lo que 
pasó en noviembre no es que aumentó el delito; es que de verdad empezaron a contarse los delitos 
que había en Uruguay y que antes se ocultaban. Esa es la realidad: como los pasó a llevar la fiscalía, 
además del Ministerio del Interior, no hubo más remedio que sincerar los números. Y ese es, 
claramente, el motivo del aumento a partir de noviembre de 2017. ¡Claramente! Entonces, lo que hay 
que replantearse es la forma en que se lleva la estadística de los delitos en el Uruguay. Recuerdo toda 
esa lucha que tuvimos antes del año 2017, cuando lo citábamos una y otra vez y, como decía el 
senador García, no nos daban los números, los retrasaban y nos anunciaban que el delito bajaba, pero 
después subía: cuando en tres meses mejoraban, se anunciaban, pero cuando empeoraban, se 
pasaban cuatro o cinco meses para hacerlos públicos. ¡Ahora no hay más tutía! Y si además se 
necesita otra muestra de esto, tenemos las declaraciones del fiscal general de la Nación quien dijo, 
más o menos, lo siguiente: «Nosotros nos preparamos para una cantidad de incidencias delictivas; 
preparamos a la fiscalía y los recursos y dijimos “con esto nos alcanza” y cuando salimos a trabajar nos 
encontrábamos con que eran muchísimo más». No recuerdo con exactitud, pero creo que dijo que se 
habían preparado para 220.000 incidencias y se encontraron con 360.000. El tema está ahí. 


Entonces, quisiera saber por qué el ministro, que dijo que la culpa no era del código, cambió 
de opinión, y si el tema no es que ahora se llevan los números de otra forma. Además, el señor 
senador Paternain había denunciado que en el ministerio se llevaban los números de manera 
equivocada. 


La última pregunta —que voy a formular con todo respeto, de la forma más delicada posible— 
es la siguiente: ante el fracaso estrepitoso de las políticas por él desarrolladas al frente del Ministerio 
del Interior, no durante un período sino durante dos períodos de gobierno, ¿no se ha planteado dejar el 
cargo? Ante el fracaso de las cifras a que hizo mención el señor senador García ¿no se ha planteado 
dejar el cargo? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor senador, estamos en una comisión y no en una interpelación. 


SEÑOR BORDABERRY.- Lo sé bien, por eso formulo la pregunta. Entiendo que la señora presidenta 
tenga su forma de encarar las cosas pero, en lo personal, siento que tengo la libertad de decir lo que 
quiero en esta sala y creo que no tienen que coartármela. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por supuesto. 
SEÑOR BORDABERRY.- Me parece que no me la deben coartar nunca. 


Por lo tanto, hago esta simple pregunta: ¿no ha pensado el señor ministro en dejar el cargo? 
Porque a veces los resultados se dan y, otras, no se dan, y de repente otra persona puede mejorarlos, 
dado que todavía queda un año de gestión. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MINISTRO.- Voy a responder a las preguntas por su orden, en lo posible. 


Con respecto a las cifras, no adelanté números, dije que los porcentajes indican determinada 
cosa. Cuando uno los presenta —y también lo dije a fin de año-, no puede plantear más o menos los 
porcentajes, sino que tiene que mencionar los números tal cual son. Eso no se puede hacer con 
ligereza. Estoy diciendo —porque eso es muy claro— cuál es la cantidad de homicidios que hubo el año 
pasado en esta fecha y cuál es la de este año. Eso me da un porcentaje aproximado del 30 %. Lo 
mismo sucede con los hurtos. Tengo que ser más cuidadoso porque los hurtos demoran más en entrar 
en el sistema y capaz que la semana que viene varían. El número de las rapiñas no ha bajado, ha 
habido una disminución de la curva de crecimiento, nada más, y puedo decirlo con total certeza. Y esto 
se puede modificar cada dos meses; eso es lo que dije. 


Con respecto al nuevo código, son buenas las preguntas que se hicieron. Sigo en la misma 
posición que expliqué en el Senado. Considero que el código es bueno. Es una opinión que 
manejamos antes de que se votara el proyecto, incluso dijimos que el hecho de que se estableciera el 
juicio oral y público como norma nos parecía que daba mucho más transparencia al sistema. Ahora 
bien; habrá habido tres juicios orales y públicos desde que se aprobó el proyecto del código. En ese 
sentido la transparencia no mejoró demasiado. Estábamos apoyando un código en que el acuerdo era 
parte del proceso pero no era en exclusividad el proceso. Ahora es ampliamente mayoritario el 
acuerdo, cuando estaba planteado de otra manera. La libertad vigilada era para quienes de alguna 
manera hubiesen mejorado su conducta en el proceso de cárceles. Es así como se les adelantaba su 
libertad, pero ahora es la norma. Entonces, tenemos libertad vigilada a la espera del juicio, pero en un 
delito como la rapiña, que tiene un mínimo de cuatro años de prisión efectiva, de penitenciaría, 
inexcarcelable, por medio del acuerdo se cumplen seis meses de prisión efectiva y tres años y medio 
de libertad vigilada. Con eso no estoy de acuerdo; estoy de acuerdo con el código tal como se lo 
fundamentó y se aprobó. Y hablé de realizar modificaciones al código pero no dije que había que 
cambiar el código totalmente. En definitiva, entiendo que este código va por buen camino pero necesita 
modificaciones. Justamente, porque en el caso de los delitos graves no se ha formalizado, están los 
meses de prisión preventiva, pero cuando pasa ese lapso no se completa el juicio y la persona queda 
en libertad a pesar de haber cometido un delito de esta naturaleza. 


¿Por qué algo que se empieza a aplicar en noviembre, en ese mismo mes ya tiene efectos? 
Sencillamente porque si se apresa a un delincuente que se demuestra que cometió una rapiña, por el 
código viejo iba preso, pero no es así según el código nuevo. El delincuente quedaba en libertad. Esto 
fue lo que ocurrió con una cantidad muy importante de gente que siguió delinquiendo. Ese fue el 
fenómeno que se dio. 


Por lo tanto, no me desdigo de nada. Dije que el código me parecía bueno pero que había 
que corregirle estas cosas. El acuerdo no puede ser la forma esencial de trabajo con el código. Y 
entiendo que la libertad vigilada es para aquellos que se han recuperado y se les puede adelantar la 
libertad o bien para aquellos cuyos delitos son menores. 


Por otro lado, la formalización en el nuevo código y el procesamiento en el viejo código, no es 
lo mismo. No se pueden comparar los procesamientos con las formalizaciones, tal como se hace 
ahora, porque no corresponde. Veremos cómo evoluciona este tema. 


Vuelvo a decir que creo que hay que hacer modificaciones. 


Y, ¿por qué uno puede decir algo y después de un año decir que se podría haber esperado? 
Justamente, porque uno ve cómo funciona; tiene que funcionar de una forma diferente. ¿Qué es lo que 
condiciona en muchos casos esa forma de funcionamiento? Todos —eitero: todos— pensábamos que lo 
que había que aumentar, para que el código funcionara, eran los jueces. Entonces, cuando se discutió 
el presupuesto se lo hizo desde esa perspectiva. Sin embargo, en realidad no había que aumentar los 
jueces sino los fiscales y para eso no se necesita presupuesto. Por eso hubiera sido bueno ver otra 
cosa. 


SEÑOR BORDABERRY.- Cuando dijo «todos», ¿a quiénes se estaba refiriendo? 


SEÑOR MINISTRO.- Hablaba del debate parlamentario donde, a nivel general, se habló de la 
necesidad de tener más jueces. 


SEÑOR BORDABERRY.- No es mi caso, señor ministro. 
SEÑOR MINISTRO..- Aquella era la idea generalizada; usted es una excepción a la regla. 


Con respecto al tercer punto, es decir, la presunta y legítima defensa, cuando analizo este 
tema lo hago a partir de un problema. Existen determinadas actuaciones policiales que generan un 
problema. En los últimos dos meses y medio —o tal vez menos- la Policía abatió a once delincuentes y 
no tuvo ningún problema; ninguno. Insisto: ninguno. Pudo haber problemas en el caso de un hombre 
que atacó con un machete y la Policía tiró. Y bueno, el hombre fue abatido y con muchos balazos: diez. 
Esto es un problema. 


¿Cuál fue la medida que se le había planteado a la Policía y que se utilizaba con mucha 
reserva porque los policías no la querían usar? Tener cámaras en el uniforme. Como el hecho fue 
grabado y filmado, no tuvieron ningún problema. Con esa filmación se demostró que habían actuado 
ajustado a lo que es un procedimiento policial y no tuvieron, repito, ningún problema. Tan es así que 
hoy la mayoría de los policías piden salir con cámaras, porque esa sí que es una garantía. Lo otro no 
es una garantía, sino un supuesto apoyo que no es efectivo, porque lo que hay que impedir es que el 
policía tire en condiciones en que no corresponde tirar, pero no cuando corresponde tirar. Y acá 
muchas veces se utilizó el criterio —equivocado- de que solo podía tirar cuando le estaban tirando a él. 
Quiere decir que si el otro tiene buena puntería, no tiene la oportunidad de defenderse. No es cuando 
le están tirando a él, es cuando el delincuente que está armado se encuentra en determinada actitud. 
En ese momento podría disparar perfectamente. Lo que no puede hacer es tirar por tirar. Entonces no 
corresponde esto. 


Le pido al subdirector de la Policía Nacional que, como abogado, realice una interpretación 
de lo que estoy diciendo. 


SEÑOR DE LEÓN.- Con respecto a la legítima defensa presunta para los policías, quiero decir lo 
siguiente. 


Llevo 32 años y medio en la Policía y hace cuatro que estoy retirado, ocupando actualmente 
el cargo de subdirector. La verdad es que ni como policía ni como abogado estuve de acuerdo con la 
legítima defensa presunta, porque en nuestro caso rige un principio de presunción de inocencia. Ese 
principio rige para todos los ciudadanos y, por supuesto, también para los policías. El Estado le da un 
arma a un policía para que defienda su vida y la vida y los bienes de terceros, y si lo hace bien, cuenta 
con todas las garantías. No hay ningún tipo de inconveniente. Cantidad de policías han utilizado su 
arma sin tener ningún tipo de inconveniente. Claro que si el policía utiliza mal el arma, obviamente 
tendrá que dar las explicaciones y ser llamado a responsabilidad. 


La legítima defensa presunta, en este caso, me parece que para los policías no tiene ningún 
sentido. Lo digo porque también trabajé en la calle, en radiopatrulla, en seccionales, como jefe de la 
escuela departamental —incluso en la zona cuatro que es la más complicada de Montevideo—, y sé que 
normalmente el policía tiene todas las garantías. Cuando se dice que los policías necesitan más 
respaldo, que no tienen garantías, realmente no entiendo dónde está esa falta de garantías, esa falta 
de respaldo. 


Desde la Policía Nacional me hago responsable de lo que digo. Trabajo con las puertas 
abiertas en mi despacho y atiendo a los policías que quieren hablar conmigo si tienen algún 
inconveniente. El respaldo está in totum. 


Por otro lado, desde 2008 tenemos la Ley de Procedimiento Policial, con la que no 
contábamos otrora. Esta ley, en varios de sus artículos, de los cuales fuimos partícipes —quien habla es 
redactor del anteproyecto de ley de procedimiento policial, que elevara al subsecretario, en su 
momento el señor Juan Faroppa, que luego se presentara aquí—, nos da las garantías para trabajar. 


O sea que cuando se dice que el policía no tiene garantías, que el policía necesita más 
respaldo, me pregunto ¿en qué? Durante todos los años que estuve en la calle nunca tuve ningún 
inconveniente. Efectué cantidad de detenciones. Trabajé en todas las canchas de fútbol que hay en 
Montevideo y también en Canelones —como en Parque del Plata, en la cancha de Oriental de La Paz, 
y en todos lados— y nunca tuve inconvenientes. Tuve que usar la vara policial, las esposas, el arma de 
fuego y nunca tuve inconvenientes a lo largo de mi carrera. Hasta hace poco, hasta que asumí el cargo 
en marzo de 2016, fui jefe de zona operacional, cargo que tuve durante dos años y en el que comandé 
a 985 hombres. Durante mi carrera jamás me planteé el hecho de que no tenía respaldo. Vuelvo a 
repetir que con la ley de procedimiento policial hay más respaldo del que había antes. En la ley está 
todo; ahí están el respaldo y la garantía. Si se trabaja apegado a lo que dice la norma no se va a tener 
ningún inconveniente. Yo nunca lo tuve y otros policías tampoco. Por eso, cuando se dice que el policía 
no tiene respaldo y que hay que darle mayores garantías, me pregunto de qué garantías y de qué 
respaldo se está hablando. El respaldo es hacer las cosas bien, es trabajar acorde a la normativa 
vigente, a la Constitución, a la ley de procedimiento, al reglamento de disciplina y a las demás normas. 


SEÑOR GARCÍA.- Debo decir que tengo una visión absolutamente diferente a la del señor subdirector. 
Yo también hablo con policías —porque son ciudadanos como yo- y ellos no me dan la versión que le 
llega al señor subdirector a su despacho. Además, debe saber que es muy difícil que un policía que 
está en la calle solo o en una comisaría llegue al director, pero son versiones y, como dije, las que yo 
tengo son totalmente diferentes a las suyas. 


Por otra parte, ¿usted no vio los videos donde le toman el pelo a los policías? ¿No vio los 
videos que circulan y que cada vez son más? Hay videos donde gente en patotas filman a los policías y 
estos quedan inactivos porque saben a lo que después se someten. ¿Usted no vio los videos? Usted 
tiene inteligencia policial, se los habrán mostrado. Si usted me dice que eso es una imagen de respaldo 
a la Policía, sinceramente nuestros conceptos de Policía respaldada distan muchísimo, se encuentran 
a distancias abismales. De todos modos, comprendo que discrepemos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Dije que no había habido problemas, pero sí los ha habido con quienes estaban 
realizando el servicio 223. Incluso con la ley de legítima defensa presunta hubieran tenido problemas. 
Ellos sí han tenido problemas, entonces, han pedido mayor respaldo, pero nosotros no vamos a 
respaldar una acción ilegal, porque el servicio 223 es ilegal. No solo no los vamos a respaldar, sino que 
ellos saben que tienen problemas, entonces, teniendo el arma en la mano, no la han usado porque 
sabían que iban a tener problemas legales, y les costó la vida. Además, no están protegidos, porque 
tratándose de una acción ilegal no usan chaleco antibalas ni otros elementos de protección. Insisto que 
en esos casos ha habido problemas. A su vez, no están comunicados ni georreferenciados. Sin 
embargo, esos problemas no los arregla la ley de legítima defensa presunta. 


Por otra parte, vimos los videos. Nos reunimos una vez por semana todo el equipo —el 
subdirector también se ha reunido— y podemos decir que los policías saben que si en esos casos —con 
O sin ley- tiran con el arma de reglamento van presos, aunque les tomen el pelo. Por eso hemos 
resuelto algo que les ha gustado a muchos actores políticos para ridiculizar una decisión y es el uso 
de armas no letales. Los propios policías nos pidieron usar armas no letales, nos pidieron escopetas, 
pero dado que esas armas son un problema para el manejo diario, se compraron pistolas no letales, 
que pueden llevarlas en el uniforme. Esa es la forma de respaldarlos, porque vuelvo a insistir que 
incluso con la ley de legítima defensa presunta, si tiran van presos y nos los respalda nadie. Sin 
embargo, con el arma no letal sí están respaldados. Al hacer eso, se nos ha criticado diciendo que 
vamos a enfrentar delincuentes con armas no letales. A los delincuentes se los enfrenta con las 
mejores armas letales que ha tenido la Policía desde hace mucho tiempo a la fecha —armas mucho 
mejores que las que tenía la Guardia Republicana en su momento-, pero eso es para enfrentar 
delincuentes de determinado nivel. Para enfrentar a aquellos que le tiran piedras a la Policía, que 


insultan y toman el pelo, están las armas no letales. Ese es el respaldo y no esta ley que no les permite 
utilizar armas de fuego, aunque les estén tirando piedras. 


A continuación, pasaré a referirme a la pregunta relativa al desarme civil. Nosotros 
presentamos un proyecto de ley denominado «tenencia responsable de armas», que ya fue aprobado y 
que recoge nuestro pensamiento respecto al tema. Creemos que existen situaciones en las que los 
ciudadanos tienen razones y conocimiento suficientes para poder usar armas y, si hacen las gestiones 
correspondientes, pueden hacerlo. Ahora bien; lógicamente, no vamos a llamar a los ciudadanos a usar 
armas sin saber hacerlo, lo cual no solo tiene que ver con saber tirar, porque aunque tengan una gran 
puntería deben conocer a qué se enfrentan. Entonces, si nosotros, los policías, les decimos que si el 
otro tiene un arma en la mano y les están apuntando, no saquen la suya, y hay ciudadanos que la 
sacan igual —porque no conocen los criterios de un enfrentamiento—, nos parece mal. Por lo tanto, no 
vamos a promover el uso de armas, sino a exhortar a que si las usan, se preparen. De ahí el nombre 
de tenencia responsable de armas. Este es el criterio que hemos utilizado y que seguimos manejando. 


Paso a responder la pregunta vinculada a la clara incidencia de la forma en que el Ministerio 
del Interior lleva adelante las cifras en este tema, que no ha sido formulada por el señor senador 
García. Creo que el señor senador está equivocado. Nuestro Sistema de Gestión de Seguridad Pública 
ha estado comunicado, desde el primer momento, con la Fiscalía General de la Nación y con la 
Suprema Corte de Justicia. Estos organismos acceden a todas nuestras cifras; por lo tanto, no cabe 
decir me dijeron que aumentaron, yo pensaba una cosa cuando en realidad era otra. A tal punto esto es 
así que cuando la Fiscalía General de la Nación fue a hacer su sistema de información, pensamos que 
usaría el nuestro; sin embargo, creó y empleó el suyo, que se alimenta de nuestras cifras. Entonces, 
decir esas cosas es señal de confusión, de no saber cómo ha operado toda esta cuestión. 


Con respecto a la diferencia de números, debo señalar que también la hemos tenido en otros 
casos. Una cosa son los delitos y, otra, las noticias criminales, que abarcan situaciones que no son de 
delito. La cifra de delitos manejada por la Fiscalía General de la Nación era exactamente la misma; 
ellos lo sabían y la Suprema Corte de Justicia la podía controlar. Esto no cambió la forma de 
relacionarse, ya que todos podían controlar nuestros números. 


Por último, siempre hago una evaluación de mi accionar, y no la hago solo; entonces, no voy 
a decir las cosas que pasan por mi cabeza sino los resultados de las cosas que pasan por mi cabeza: 
no pienso renunciar, salvo que haya alguna situación que evalúe con el señor presidente de la 
república, pero no quiero entrar en detalles a ese respecto. 


SEÑOR CARRERA.- Si bien no integro la comisión, quiero dejar algunas constancias en la versión 
taquigráfica, fundamentalmente porque se dijeron varias cosas y las actas permanecerán. 


Aquí se habló del aumento del presupuesto del Ministerio del Interior, el cual, sin lugar a 
dudas, aumentó en estos años de gobierno frenteamplista. Por ejemplo, en 2005, un policía ganaba 
$ 4200, y en 2017 —año al que aludió el señor senador García—, $ 34000. Lógicamente, el presupuesto 
se tuvo que aumentar para poder hacer frente a una profunda reestructura humana, organizativa y 
tecnológica. Me parece que esto tiene que quedar claro. El reconocimiento profesional hacia la Policía 
pasó por el reconocimiento salarial dentro de otras políticas. 


En cuanto a la interrogante de la legítima defensa presunta, hay que dejarlo bien claro: 
nosotros no estamos de acuerdo con la ley del gatillo fácil. Hay que decirlo así: es la ley del gatillo fácil. 
La Policía uruguaya es una de las más profesionales del continente y hay que reconocerlo. Nuestra 
Policía no tiene problemas de gatillo fácil como sí tienen otras policías, donde existe este mecanismo 
de la legítima defensa presunta. Nuestra Policía tiene una ley orgánica policial, una ley de 
procedimiento policial en la que se marcan claramente las hipótesis en las que puede actuar. Al mismo 
tiempo debemos ser muy celosos porque como sociedad le damos el poder del uso del arma de fuego 
a la Policía para que nos defienda. Los ejemplos que ponían tanto el ministro, como el director interino 
de la Policía nacional, dan fe de ello. Este año hubo delincuentes abatidos y la Policía no tuvo ningún 
inconveniente; ha sido muy profesional en este sentido. Defendemos y estamos en contra de esa ley. 


En cuanto al tema del desarme civil, el ministro fue muy claro. Hay una ley que se votó: es la 
ley de la tenencia responsable de armas, donde castigamos el tráfico interno y el tráfico internacional, 
cosa que antes no se castigaba, y es muy importante en este contexto. 


Luego está el tema del Código del Proceso Penal. Nosotros defendemos que es una muy 
buena herramienta en lo que tiene que ver con la mejora de la investigación y la persecución criminal. 
En ese sentido se ha mejorado. Luego el sociólogo Leal hará alguna mención a estos operativos 
miradores, donde claramente se pone que esa herramienta ha funcionado bien en ese sentido. Le 
damos la razón al ministro de que ha existido un impacto negativo en la aplicación, de que han existido 
problemas de aplicación del nuevo Código del Proceso Penal, y eso trajo algunos desajustes. El año 
pasado se hicieron ajustes, y particularmente creo que hay que seguir ajustando. 


Con relación a las penas mixtas a que hacía referencia el señor ministro, nosotros jamás 
pensamos que se ¡iban a poner. En cuanto a la aplicación de la ley de libertad vigilada, esa ley no está 
pensada para eso y tiene dos capítulos. En el primero se negaba la utilización de cualquier libertad 
para las personas que fueran reincidentes, reiterantes, y se dejaba las libertades vigiladas, o la libertad 
vigilada intensiva, para los primarios. Jamás se pensó, en la lógica de la norma, que se iba a aplicar de 
la forma errónea. En el Código del Proceso Penal —lo pueden leer— en ningún lugar se habla de ese 
invento de las penas mixtas: parte del cumplimiento efectivo y parte del cumplimiento en libertad 
vigilada. Nosotros el año pasado tratamos de hacer un trabajo que creo votamos todos, e incluso a mí 
me tocó presidir la Comisión de Constitución y Legislación. Pensamos que los acuerdos a que se 
lleguen en los procesos abreviados tienen que ser acuerdos en los que exista el cumplimiento efectivo 
de la pena. Me parece que, en ese sentido, hay que tenerlo muy claro. 


Por último, cuando hablamos de los temas de violencia, de los problemas de la seguridad y la 
convivencia, tenemos que tener una mirada integral y no una mirada simplista del problema. 
Latinoamérica y El Caribe, donde estamos insertos nosotros, es el continente más violento y desigual 
del mundo. Y en este continente se dan por lo menos 400 homicidios por día. Eso nos impacta como 
sociedad, y cuando se analizan estos temas se tiene que llevar esa dimensión, así como otros temas 
que no se tienen en consideración como, por ejemplo, el impacto de la violencia de género. 


Se puede hablar, como algunos lo han hecho, de que el delito ha disminuido en la región, pero 
no hay ningún documento escrito, serio, que diga que el delito ha disminuido en la Argentina, por 
ejemplo. A mí me ha tocado leer algunos documentos del Banco Interamericano de Desarrollo en los 
que básicamente se dice que en Argentina no existieron cifras oficiales del 2008 al 2016, y no se puede 
llegar a la conclusión de que el delito haya disminuido en ese país porque no existe información 
confiable. 


Estos eran los datos o las constancias que quería dejar en actas. Le agradezco a la 
presidenta que me haya dado la oportunidad. Realmente quería dejar claras algunas ideas. 


SEÑOR BORDABERRY.- Al igual que el señor senador Carrera, voy a dejar algunas constancias en la 
versión taquigráfica. 


Es cierto que en Argentina, después del paso por el Gobierno de los delincuentes Kirchner, 
Cristina y Néstor, es muy difícil que los números sean verídicos. Ellos fueron los campeones de la 
corrupción, se llevaron el dinero en bolsos que pesaban —ni siquiera lo contaban— y destruyeron toda la 
información, que creo se está reconstruyendo. 


Hoy en día, la libertad vigilada y controlada representa un problema enorme. Creo que en 
este punto hay un detalle que pasa inadvertido porque si esa ley, que es del año 2016, está 
provocando esto, ¿cómo el problema recién empezó en noviembre de 2017, con el nuevo Código del 
Proceso Penal? Esto no es lógico. El problema de la libertad vigilada y controlada surgió en 2016 por 
una ley propuesta por el Poder Ejecutivo y votada en contra por la oposición. En esa oportunidad 
fundamenté en contra de ese proyecto de ley. Tampoco votamos las posibilidades de acuerdos porque 
no creemos en esos sistemas; nos adelantamos a lo que iba a pasar y pasó. De un régimen que casi 
no daba garantías al defensor porque se procesaba en muy poco tiempo pasamos a un régimen que 
no da garantías porque el fiscal amenaza con una condena de diez años, pero se acepta que se fije 
una condena de uno o dos años. Es decir que ni siquiera cumplimos con las garantías del defensor. 


Quizás lo más importante sea entender los proyectos de ley de legítima defensa. Este no es 
un gatillo fácil. Se trata de aplicar un instrumento que otorgue mayores garantías a quienes se 
enfrentan a la delincuencia. En esos proyectos se propone una legítima defensa presunta, invirtiendo la 
carga de la prueba. Que no sea el policía que hizo uso de su arma cuando enfrentó al delincuente 
quien tenga que justificar por qué la usó, sino por el contrario: que tengamos la presunción de que 
siendo un policía preparado, etcétera, pueda utilizarla. En el caso de que la haya utilizado mal se le 


penalizará; un proyecto de ley de este tipo bajo ninguna forma es una carta blanca para que haga uso 
de lo que quiera. 


Estas son las constancias que quería dejar y lamento que las respuestas no hayan sido las 
esperadas. 


Gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Siguiendo el camino de los dos señores senadores que me precedieron, voy a 
dejar dos constancias. 


En primer lugar, se da respaldo a la Policía con los sueldos que se fijan, con las armas que 
se proporcionan, con los elementos de defensa que se otorgan, con los vehículos y los sistemas de 
comunicación ágiles y eficientes. Ese es el mayor respaldo que se da a la Policía. 


En segundo lugar, la ley de libertad vigilada es de 2016, pero se empezó a aplicar en 
noviembre de 2017 como parte de los acuerdos del nuevo Código del Proceso Penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entendemos que el tema que va a presentar el sociólogo Gustavo Leal es de 
importancia para la comisión, y la información cuenta con el soporte técnico de los procesos que se 
han venido desarrollando en los últimos operativos. Por un tema de tiempo, consulto a los señores 
senadores si es posible abordarlo en la próxima reunión de la comisión con mayor tranquilidad y con 
los elementos correspondientes. La comisión se reúne dos veces al mes, por lo que coordinaríamos 
con el sociólogo Gustavo Leal qué día podría concurrir en el próximo mes de mayo. Al mismo tiempo, 
solicitamos que si es posible nos hagan llegar con anticipación aquellos elementos que puedan ser 
útiles para el trabajo de la comisión. 


(Apoyados). 


—Agradecemos a todas las autoridades por su disponibilidad y, en especial, al sociólogo Leal 
el aporte que nos pueda hacer para nuestro trabajo en una próxima reunión. 


A continuación, corresponde informar que la elección de vicepresidente se hará en la próxima 
sesión de la comisión, día en que ya tendremos el nombre de quién será propuesto, tal como lo hemos 
acordado con los colegas del Partido Nacional. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 19:40). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


